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hn la sentencia emitida en el Lxpcdie¡te 00987-2014-PA/I'C, publicada en el diario
or,.iel El Perudno el 29 de agoslo dc 2014. este Tribunal establcció. en el

lir nto 49, con carácler de preccdcnte. que se expedirá senlencia interlocutoria
ia, dictada sin m¿is lrámiIc. cuando se presenle alguno dc los siSuienles

que ;gualnlcntc cstán contenidos en cl adíct¡lo ll del Reglarnenlo

¡1ivo dcl tiibünal Constitucional

a)
b)

c)

Carezca de f'undamenlación Ia supucsta vulneración que se invoque.
La cuestión de Derecho conlenida en el recurso no sea de espcc;al
trascendencia constiluoional.
I-a cuestión de Derecho invocada contradiga un precedente del 'l'ribunal

Constitucional.
Se haya decidido de manera desestimatoria en casos süstancialmc¡te iguales.

2. Dn el presente caso, el demandante solicila que se le olorgue pensión de irvelidcz
de conlbnnidad ooo el Decrelo Ley 19990, considerando los años de aporlcs no

reconocidos de 1970 a 1976. aplicando el Decrelo Slrpremo 082-2001-EF. Del

cuadro rcsumen de apofaciones se desprende que la Oflcina dc Normalizaciorl
I']revisional (ONP) le ha reconocido 12 años y lt nescs de apoñacioncs. Para

completar los alios de aportaciones y acceder a la pe¡rsión que solicita, el

dcmandanle ha adjuntado para el periodo de 1970 a 1976: dcclaracioncsjumdas del

demandante, que no son válidas por tratarse de declaraoiones de parle (fl. 9 y l0 dcl
expedienle administmtivo) y fichas de inscripción en la Ca.ja Nacional del Seguro
Social del Perúr. que lalnpoco son válidos porque no se consigna el periodo Iaboral
(lt 53, 187 y 188 del expediente adminislrativo); pcriodos c!¡yo rcconocimicnto
pretende en aplicación del Decreto SupreNo 082-2001-81", derogado por el Dccrelo
Suprerno 092-20 I 2-liF.

,,.SI.,N1'I,]NCIA INTEITLOCUTORIA DtrI, TITIBUNAL CONSTIl'UCIOÑ..AL

Recurso de agravio constitucional interpuesto por don Manuel Auguslo Caslillo
Cossio contra la resolución de fojas 150, de lecha l5 de agosto de 2016, cxpedida por Ia

Segunda Sala Civil do Ia Corte Superior de JLrsticia de Lima que declaró improcedentc
la demanda de autos.
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J. Sin cmbarSo, y conlbrme a lo señalado por este Tribunal Conslilucional en la

scntcncia emitida en el Expedienle 02844-2007-PA/TC, la aplicación del indicado
dispositivo leSal se enrnarca denlro de su carácter excepcional y en annonía con cl
presupuesto al cual obedeoe, eslo es, siempre y cuando se hubiese podido acreclitar

la existencia del vínculo laboral. pcro no el período de aportación suficicnle para

acceder a una prestación cconómica en el Decreto Le1 19990; y quc la ac.editación
de años dc aportes, mediante declaración juüda. sc ef¡ctúe dentro del proceso

adminislrativo, sujetándose al cumplimienlo de las condiciones y a los requisitos
previslos en el citado decreto supremo, lo cual ¡lo ocurrc en el caso del demandanle,
loda vcz que en el procedi[riento administrativo no se acreditó el vínculo laboral

con Ias referidas exenrpleadoras.

4. De olro lado, para el periodo de l99l a 1993 adjuntó certificados de trabajo; sln

embargo; no adjunta documen¡os adicionales idóneos que corroborcn los pcriodos
de labores clcstuados en los exempleadores (fl. l6 y 157 dcl cxpcdicnte
ad]ninish¿tivo). Por corlsiguiente, se cc¡ntraviene lo dispucsto cn la sentencia
emitida en el Expediente 04762-2007-PAl lC, qus con carácter de precedente.

establece las regl¡s para acreditar periodos de aportaciones en el proceso de amparo
y detalla detallando los documentos idóneos para tal fin.

5. En consecuencia. y de lo expuesto en el l'undamenlo 2 a 4.r¿?r"rJ. sc verifica quc cl
presente recurso de agravio ha incurrido en Ia causal de rechazo prevista cn cl
acápite c) del fundamento 49 de la sentercia e¡¡itida en el Expedicntc 00987-2014-
PA/TC y en el inciso c) del artÍcLrlo ll del Reglamento Normativo del 'lriblrnal

Constiilrcional. Por esta razón, corresponde declarar, sin ¡¡ás trámite, improcedentc
cl rccurso de agravio constitucional.

Por estos fundamenlos, el fribünal Conslilucional, con la autoridad quc le

conñere la ConstitL¡ción Política del Pcú, y la participación del magistrado Espinosa-
Saldaña Barrera, convocado para dirimir Ia discordia suscitada por cl voto singular del
rnagistrado f_errero Cos1a.
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VOTO SINGUI,AR DEI, MAGISTRADO FERRI]RO COSTA

Con la potestad que me olorga ld Coflstitución. y con el mayo¡ respeto por la ponen(iJ
de mi colcga magistrado, cmito el presente voto singular, pa¡a expresar respetuosame¡te
que disiento del precedente vinculante cstablccido en la Sentencia 00987-20I 4-PA/ lC.
SIINTENCIA. INTERI-OCUTORIA DENEGA'IORIA, po¡ los fundamentos quc a

conlinuación expongo:
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EXP. N." 0l 140-2017-PA/TC
I IMA
MANUEL AUGTJSTO CASTILLO COSSIO

EL TRTBUNAL CoNSTrrucroNAr, coMo coRrE DE RrrvrsróN o FALLo y NO DE

CASACIÓN

La Constitución dc 1979 creó el Tribu¡al de Gáranlias Constitucionalcs como
instancia dc casación y la Constitución de 1993 oonvirtió al 'llribunal Constitucior'¡al
en instancia de fallo. I-a Constitución del 79, por primera vez en nuestra hisloria
conslilucional, dispuso Ia crcación de un órgano ad fioc, independiente dcl Podcr
Judicial, con la tarea de garantiza¡ la supremacía constitucional y Ia vigencia plcna
dc los derechos lundamentales.

2. La Lcy l-'undamental de 1979 estableció que el Tribural de Caranlías
Constitucionales era un órgano de control de la Constitución, que tenía jurisdicción
cn todo el territorio nacional para conocer, en t,ía de casación, d.e los hdbe$ cotpus
y amparos denegados por el Poder .fudicial, lo que implicó clue dicho 'lribunal no
constituia una instancia habilitada para fallar en fonna definitiva sob¡e la causa. lls
decir. no se pronunciaba sobre ios hechos invocados como amenaza o lesión a los
derechos reconocidos cn la Constitución.

3. En esc sentido, la Ley 23385, I-ey Orgánica del Tribunal de Garantías
Constitucionales, vigente en ese momento, estableció, en sus afiículos 42 al 46, que
dicho órgano, al encontrar una rcsolución denegatoria que ha violado la le), o la ha
aplicado en fonna errada o ha incuÍido en graves vicios procesales en la
tramitació¡r y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, Iuego de
señalar la dcficiencia. devolverá los actuados a la Corte Suprcma de Justicia de la
República (reenvío) para que emita nuevo lallo siguiendo sus lineamientos.
prooedimiento quc. a todas luoes. dilataba en exceso los proccsos conslilL¡cionales
mencionados.

Ill modelo dc lutela anle amenazas y vulneración de dc¡cchos fue setiamentc
Drodilicado en la Constitución de 1993. En pr.imer lugar. se amplian los
mccanlsnros de tulela de dos a cuatro, a saber, habca.t corpus, anparo. habea.; datu
y aoción de cumplilniento. En segundo lugar, se crea al l-ribr¡¡al Constitlrcional
conro órgano de control dc la conslitucionalidad, aun cuando la Cotlstitr¡ción lo
calilica errónca,ncnte como "órgano de conlrol de la Constltucióll"_ No obstantc, cn
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materia dc proccsos constitucionales dc la libcrtad. la Constitución establece que el
'l.ibunal CoDslilucional es instancia de ¡evisión o iállo.

5. Cabe señalar que Ia Constitución Política del Perú, en su atículo 202, inciso 2,
prescribe que corresponde al I¡ibunal Constitucional "conocet, en últimd ),
cleji iliya insldncía, las resolucíones denegatot¡ds d¡ctdda.t en los procesos de
habeas corpus, amparo, hubeds datd y acción de cltmplimiento"- Esta disposiriun
constituciona], desde una posición de lianca tulela de los derechos lundamenules,
exige que el 'l ribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se

cstima amenazado o agmviado en un derecho fundamental. Una lectura diversa
cont¡avcndria mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de
delensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (artículo i). y "lo observancia del debido proceso y utela
juris.lic.ionol. NingLtna petsona puede ser de"^viada de la ¡urisd¡cc¡ón
predclernínadu por lu ley, ni sometida a ¡trt)ced¡miento distinto de k)s prev¡dmvntt
eslablecidos, ni juzgada por órganos jurisd¡cciondles de ercepción ni pnt
comisíones especiales creadas al efecío cucll(tuíera sea su denomindcüjn".
consagrada en el articulo 139, inciso 3.

6. Como se advicrtc, a dil'elencia de lo que acontece en otros países, en los cualcs cl
acceso a la última instancia constituoional tjcne lugar por la vía del cert¡ordt¡
(SL¡prema Corte dc los Estados Unidos), en el Pcrir el Poder Constituyentc optó por
un órgano supremo dc in¡e1p¡etación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de la libeñad cüando el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho en sede dcl Poder Jr¡dicial. En otras palabras, si Io que
está en discusión cs la supuesta ¿¡¡nenaza o lesión de un de¡echo fundamental, se

dcbe abrir la via correspondiente para que cl ]'ribunal Constitucional pucda
prolrul]ciarse. Pero la aportu¡a de esta vía solo sc p¡oduce si se permitc a1

pelicionantc colabo¡ar con los jueccs constitucionaies mediante un ponneno zado
dn.lisi5 J( lú quc:c f'rel(trde. de lo qu*e inrora.

7. Lo constilucional es esouchar a la paÍe como concrctización de su de¡echo
i¡renunciable a la del'ensa; además, un'lribunai Constitucional constituye el más
e1¿otivo mcdio de del¡ffa de los derechos lundamentalcs flente a los pode¡cs
píLblicos y privados, 1o cuai evidcncia el triunfo dc la justicia liente a la
arbitrariedad.

llr, DliRrcUo A sER oiDo coMo Nl^\IFESTACIóN DE L,\ DElIocRATlz^cIóN D¡t t,()s
PRocusos CoNSTlructo\al,Es Dtt t-A LIBERTAI)

8. La administración de justicia constitr¡cional de la libefiad que brinda c1 l¡ibunal
Conslitucional, dcsdc su creación. es rcspctuosa. como corrcsponde, del derecho de
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dcfcnsa inhcrcntc a toda pcrsona, cuya manifestación p maria es el derecho a ser
oido oon lodas las debidaLs garantías al interior de cualquicr proceso en el cual se

Jctinninen.J. Jere(h,,'. inrerescs ),-,bligaciones.

10. Sobre la intervención de las pafes. corresponde señalar que, en tanto que la
potcstad dc administra¡ justicia constituye una manifestació¡ del poder quc cl
Estado oslenta sobre las pcrsonas. su ejercicio resulta constitucioDal cuando sc
brinda con estriclo respeto de los derechos inhcrcntcs a todo sc, humano, lo quc
incluye el derecho a ser oído con las debidas garantias.

11. Cabc añadir quc Ia panicipación direcla de las pa¡tes, en dei'ensa de sus intereses,
que se concede en Ia audiencia de vista, también constituye un elemenlo que
democratiza el proceso. De lo contrario, se decidi¡ía sobre la esfem de interés de
una pcrsona sin permitirle alegar lo correspondiente a su favor, lo que resultaría
excluvente y antidemocrático. Además, el Tribunal Constitucional tiene el debcr
inelL¡dible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argu¡nentos que justiñcan süs decisiones. porque cl 'fribunal Constitucional se
lcgitima no por ser un lribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, po¡
cxpresar dc modo suficicnte las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve.

12. tsn ese sentido, la Corte htemmericana de De¡echos Humanos ha establecido que el
derecho de def¿nsa "obliga al Ettado a ttutar dl indiliduo en todo momento co¡no
un verdadero suieto del proce.so, en rl nar dmlli,) !¿nttJ,t de ,t¡e c(¡nccpta, y na)

s¡tnplemente como objeto dcl mismo"'.5 que "pura qut yri.'tu J¿hido l¡¡ oce,yo legal
es precí.\o que un _¡uslicictble puedo hdcet taler sus derecho"^ y de/bnder tus
infere.tes en.rt)rmo efectitct y en condiciones de igualdad proces.tl con otrt)t
¡üsl¡ciable.r"'.

' Corte IDH. Caso Barreto Leiva vs. Venezt¡ela. sentencia del 17 de l1oviembre de 2009.
pán afo 29.

'? Cofle IDH. Caso llilaire, Comtanliüe y Benjamin y otros vs. Trinidad y'lobago,
scntencia del 2l de j unio de 2002, párrafo 146.
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9. Precisamellte, mi alejamiento respecto a la emjsión dc una resolución oonstitucio[al
sin realiza¡se audiencia de vista está relacionado con la delensa, la cual, sólo cs

efecliva cuando eljusticiable y sus abogados puedcn cxponcr, de manera es,:rita y
oral, los argumentos perlinentes, concretándose el principio de inmediación que
debe regir en todo proceso constitucional.
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11. El modelo de "instancia dc fallo" plasmado en la Constitución no pucdc sc¡
desvirtuado por el Tribunal Constitucional si no es con gravc violaciór, de sus

disposiciones. Dicho Tribunal es sü intérprete supremo, pero no su reformador, toda
vez que como órgano constituido también está sometido a la Constitr¡ció11.

1,1. Cuando se aplica a un proccso constitucional de la libenad la denominada
"sentencia interlocutoria", cl rccuNo de agravio conslitr¡cioDal (RAC) pierde su
vcrdadera esencia jurídica, ya que el Tribunal Constitucional no tiene competellcia
para "revisa¡" ni mucho mcnos "recaliñcar" el recurso de agravio oonstitucional.

15. Dc conformidad con los articulos 18 y 20 del Código Plocesal Constitucional, e1
'I¡ibunal Constitucional no "concede" el recurso. Esta es una con'tpetencia dc la
Sala Supe or del Poder Judicial. Al Tlibunal lo que le corresponde es conoccr del
RAC y pronunciarse sobre el lbndo. Por endc, no le ha sido dada Ia competencia dc
rechazar dicho recurso, sino por el contrario de "conocer" lo que la parte alcga
.umu un agr:rr in quc lc caus¡ inJeten.ion.

16. Por otro lado, la "sentencia intcrlocutoria" establece como supuestos pala su
aplicación fórmulas irnprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor dc los casos.
requicrc scr aclarado, jusliñcado y concretado en supuestos especificos, a saber,
idcntilicar cn qué casos se aplicaria. No hacerlo, no definirlo, ni justificarlo,
convierte el cmpleo dc la precitada sentencia en a¡bitrario, toda vez quc se podria
afccta¡, entre otros, el derecho fundamental de defensa. en su manifestación de ser
oido oon las dcbidas garantias, pues cllo daría lugar a decisioncs subjetivas y
ca¡cntcs de predictibilidad, afcctando notablementc a los justiciables. quiencs
tendrian quc adivinar qué resolverá el I'ribunal Constitucional antes de presentar su
respectiYa demanda.

I 7. Po¡ 1o demás, mutaÍis m tandis, el precedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-PA/TC repitc lo señalado por cl lribunal Conslitucional en olros
fallos, como en el caso f,ujs Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PFIC/TC). Del mismo modo, constituye una reafirmación de la naturaleza
proccsai de los procesos constitucionales de la liberrad (supleroricdad, vía pre\ia,
vías paralelas. lltispendencia, invocación del derecho constilucional liquido y
cieno, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucio¡ales de la libcúad sean de
un¿r nalu¡aleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pucda desvirluar la escncia principal del recurso de agravio
constilL¡cional.
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19. Por lanto. si se tiene en cuenta que la iusticia en sede constitucional represen¡a la
úitima posibilidad p.ua protcger y reparar los derechos fundamentales dc los

agraYiados, voto a favor dc que en el presente caso se convoque a audiencia para la

visla. lo que garantiza que eI Tribunal Constitucional. en tanto instancia última y

deñniliva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas ¡]n sus

derechos cscnci¿les cuando no encuentran justicia en el Podcr Judicial;
especialmenle si se tiene en cuenta que, agotada la vía constitucional, al justiciable

solo le queda el camino de la jurisdicción intemacio¡al dc protección de derechos

humanos.

20. Como airmó Raúl |e¡rero l{cbagliati. "la del¡nsa del derecho dc uno cs, al mismo
tienlpo. una deltnsa total dc la Constitución, pues si toda garantÍa conslilucional
enlraña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al defender su derecho
cstá dct'cndiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o

cnvilecida sin la protección j udic ial auténtica".
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